
 
AL SERVICIO DE LA JUSTICIA Y DE LA PAZ SOCIAL  

MAGISTRADO PONENTE: RAFAEL ANTONIO MATOS RODELO  

  

  

TRIBUNAL SUPERIOR DE MEDELLÍN, 

SALA UNITARIA DE DECISIÓN CIVIL. 

Medellín, quince de junio de dos mil veintidós 

 

 

PROCESO Divisorio     

DEMANDANTE  Ana Isabel Martínez de Londoño y Otros   

DEMANDADO Rodrigo de Jesús Montoya y Otros.  

PROCEDENCIA Juzgado 17º Civil del Circuito de Medellín  

CUDR 05001 31 03 017 2018 00285 01 

RADICADO INTERNO 075-21 

PROVIDENCIA  087-22 

TEMA Puede oponerse al secuestro de bienes la persona 
en cuyo poder se encuentren los mismos y contra 
quien la sentencia no produzca efectos, siempre y 
cuando alegue hechos constitutivos de posesión y 
lo demuestre con prueba siquiera sumaria, si no es 
así, la oposición debe ser negada. CONFIRMA. 

 

  

 

 
Procedente del JUZGADO TREINTA Y UNO CIVIL MUNICIPAL DE 

MEDELLÍN PARA EL CONOCIMIENTO EXCLUSIVO DE DESPACHOS 

COMISORIOS, arribó a esta Corporación el proceso de la referencia, con 

miras a proveer la apelación formulada por el apoderado der JERMANI 

JOSUE QUINTERO GUTIÉRREZ y SELENI MARTÍNEZ LEDEZMA, contra 

la decisión de negar la oposición por ellos propuesta, frente al secuestro del 

bien inmueble distinguido con matrícula inmobiliaria número 01N-5413, 

adoptada en audiencia del 23 de julio de 2021, el cual procede a resolverse 

en los siguientes términos: 
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I. A N T E C E D E N T E S 

 

 

1. Mediante despacho comisorio número 033 del 16 de agosto del 2019, el 

Juzgado Diecisiete Civil del Circuito de Medellín, encargo el secuestro del bien 

inmueble identificado con matrícula inmobiliaria número 01N-5413, ubicado 

catastralmente en la calle 104 Nro. 72-79 de Medellín, a los Juzgado Civiles 

Municipales Transitorios de Medellín, al interior del proceso Divisorio 

instaurado por Ana Isabel Martínez de Londoño, Héctor Martínez Montoya, 

Gilma Martínez de Mesa, María Martínez de Seguro, Martha Cecilia Martínez 

de Ocampo y otros, en contra de Rodrigo de Jesús Martínez Montoya, Rosa 

Edilma Martínez Montoya, Ángel de Dios Martínez Montoya y Sergio de Jesús 

Martínez Montoya.  

 

2. El conocimiento del aludido comisorio, le correspondió al Juzgado Treinta y 

Uno Civil Municipal de Medellín Para el Conocimiento Exclusivo de Despachos 

Comisorios, el cual, señaló como fecha para llevar a cabo la diligencia de 

secuestro encargada, para el 23 de julio de 2021, a las 8:15 AM.   

 

En el trámite la diligencia de secuestro, los señores Jermani Josue Quintero 

Gutiérrez y Seleni Martínez Ledezma, por intermedio de apoderado judicial, se 

opusieron a la misma, argumentando que eran poseedores del mencionado 

predio, aportando como prueba sumaria, unas declaraciones realizadas ante 

notario por parte de ellos mismos, y pusieron de presente, que tenían una 

testigo al respecto, de nombre Johana Victoria Martínez Hernández.   

 

3. Una vez practicadas las pruebas, el Juzgado definió la oposición 

presentada, negando la misma, toda vez que la señora Seleni Martínez 

Ledezma y su compañero Jermani Quintero Gutiérrez, no acreditaron ostentar 

la calidad de poseedores respecto de los bienes objeto de la diligencia de 

secuestro, en los términos del artículo 762 del Código Civil, pues reconocieron 

dominio ajeno. (Tercera parte del video). 



 3 

4. En la audiencia, el apoderado de los opositores presentó recurso de 

reposición y subsidio de apelación contra dicha decisión, manifestando que no 

se le podía desconocer a sus poderdantes la calidad de poseedores del bien 

objeto de secuestro, cuando se evidenciaba que habitan el predio desde el año 

2018. (Minuto 10:43, Tercera parte del video)   

 

5.El recurso de reposición fue negado, con similares argumentos a los 

indicados al negar la oposición (Minuto 13:30, Tercera parte del video). En 

consecuencia, concedió el recurso de apelación en el efecto devolutivo.  

 

 

II. C O N S I D E R A C I O N E S 
 
 
 
1. El numeral 2 del artículo 596 del Código General del Proceso, al regular las 

oposiciones al secuestro, establece que “a las oposiciones se aplicará en lo 

pertinente lo dispuesto en relación con la diligencia de entrega”.  

 

1.2. Sobre el particular, el artículo 309 ibídem, dispone: 

 

“Las oposiciones a la entrega se someterán a las siguientes reglas:  

 
1. El juez rechazará de plano la oposición a la entrega formulada por 
persona contra quien produzca efectos la sentencia, o por quien sea 
tenedor a nombre de aquella.  
 
2. Podrá oponerse la persona en cuyo poder se encuentra el bien y contra 
quien la sentencia no produzca efectos, si en cualquier forma alega 
hechos constitutivos de posesión y presenta prueba siquiera sumaria que 
los demuestre. El opositor y el interesado en la entrega podrán solicitar 
testimonios de personas que concurran a la diligencia, relacionados con 
la posesión. El juez agregará al expediente los documentos que se 
aduzcan, siempre que se relacionen con la posesión, y practicará el 
interrogatorio del opositor, si estuviere presente, y las demás pruebas que 
estime necesarias. 05001-31-03-001-2015-00970-02  
 
 
 (…) 5. Si se admite la oposición y en el acto de la diligencia el interesado 
insiste expresamente en la entrega, el bien se dejará al opositor en 
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calidad de secuestre. Si la oposición se admite solo respecto de alguno 
de los bienes o de parte de estos, se llevará a cabo la entrega de lo 
demás. 
 
 
 (…) 6. Cuando la diligencia haya sido practicada por el juez de 
conocimiento y quien solicitó la entrega haya insistido, este y el opositor, 
dentro de los cinco (5) días siguientes, podrán solicitar pruebas que se 
relacionen con la oposición. Vencido dicho término, el juez convocará a 
audiencia en la que practicará las pruebas y resolverá lo que 
corresponda.  
 
 
7. Si la diligencia se practicó por comisionado y la oposición se refiere a 
todos los bienes objeto de ella, se remitirá inmediatamente el despacho 
al comitente, y el término previsto en el numeral anterior se contará a 
partir de la notificación del auto que ordena agregar al expediente el 
despacho comisorio. Si la oposición fuere parcial la remisión del 
despacho se hará cuando termine la diligencia.  
 
8. Si se rechaza la oposición, la entrega se practicará sin atender ninguna 
otra oposición, haciendo uso de la fuerza pública si fuere necesario. 
Cuando la decisión sea favorable al opositor, se levantará el secuestro, a 
menos que dentro de los diez (10) días siguientes a la ejecutoria del auto 
que decida la oposición o del que ordene obedecer lo resuelto por el 
superior, el demandante presente prueba de haber promovido contra 
dicho tercero el proceso a que hubiere lugar, en cuyo caso el secuestro 
continuará vigente hasta la terminación de dicho proceso. Copia de la 
diligencia de secuestro se remitirá al juez de aquel.  

 

 

2. Ahora, respecto al procedimiento y la competencia para zanjar la oposición 

a la diligencia de secuestro, la Corte Suprema de Justicia –Sala Civil- en 

sentencia STC 16133 de 07 de diciembre de 2018, refirió lo siguiente:  

 
 
“Bajo este panorama, importa destacar que tratándose de “diligencias 
realizadas” por “jueces comisionados”, en principio son ellos quienes 
definen la suerte de la “oposición”, debido a las «facultades» que apareja 
05001-31-03-001-2015-00970-02 Página 6 de 10 la “comisión”.  
 
 
Memórese que de conformidad con el artículo 40 del estatuto de ritos 
civiles “el comisionado tendrá las mismas facultades del comitente en 
relación con la diligencia que se le delegue, inclusive las resolver 
reposiciones y conceder apelaciones contra las providencias que dicte, 
susceptibles de esos recursos”. 
 
De manera, que si la “niega” o la “acepta”, sin que los “interesados” 
eleven reclamo alguno, tales “resoluciones” producirán sus efectos en el 
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“litigio” y a ella deben atenerse las “partes”. Ahora, lo que habilita la 
intervención del “juez de conocimiento”, esto es, del “comitente”, es 
entonces el “caso” en que “admitida la oposición” por el “comisionado”, 
“el interesado insista en el secuestro”, ya que en tal evento, se itera, esa 
directriz se torna temporal y quien tiene la última palabra sobre ella es 
aquel funcionario una vez haya “decretado y practicado las pruebas 
solicitadas por aquél y el tercero”.  
 
De manera, que no siempre que hay “oposición” el “juzgado de origen” 
debe aplicar los numerales 6 y 7 del artículo 309 del Código General del 
Proceso, sino solamente, se repite, cuando se “insista en el secuestro”. 
De lo contrario, se desnaturalizaría la función del comisionado, quien para 
los fines de la diligencia reemplaza al comitente y, por ende, tiene 
competencia para “decidir” lo que corresponda. Luego, de “dirimir la 
oposición” sin protesta alguna, no podrá volverse sobre tal asunto”. 

 
 

 

III. C A S O   C O N C R E T O 

 

 

1. En el caso sub judice, el Juzgado Treinta y Uno Civil Municipal de Medellín 

Para el Conocimiento Exclusivo de Despachos Comisorios, actuando como 

comisionado del Juzgado Diecisiete Civil del Circuito de Oralidad de Medellín, 

para el secuestro del bien inmueble distinguido con matrícula inmobiliaria 

número 01N-5413, el cual es objeto de división, negó la oposición presentada 

por los señores Jermani Josue Quintero Gutiérrez y Seleni Martínez Ledezma, 

pues consideró que no habían probado que tenían la calidad de poseedores 

del citado predio.  

 

En efecto, quien pretenda oponerse al secuestro de bienes y alegue en 

consecuencia, hechos constitutivos de posesión, debe demostrarlos con 

prueba siquiera sumaria, pues de lo contrario deberá negarse la misma.  

 

Así, como lo ha sostenido la Corte Suprema de Justicia, en sentencia de 3 de 

septiembre de 2010, expediente 00429);  

 

“…la posesión se configura cuando aparecen cabalmente 
evidenciados los dos elementos que la estructuran, esto es, el 
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animus y el corpus, significando aquél -elemento subjetivo-, la 
convicción o ánimo de señor y dueño de ser propietario del bien 
desconociendo dominio ajeno, en tanto que el segundo -material o 
externo-, ocupar la cosa, lo que se traduce en la explotación 
económica de la misma, con actos tales como levantar 
construcciones, arrendarla, usarla para su propio beneficio, entre 
otros hechos de parecida significación. Los requisitos que así se 
dejan explicados, cuya base legal sustancial es, en lo fundamental, 
el artículo 762 del Código Civil, permiten distinguir la institución en 
referencia de la tenencia, de que trata el artículo 775 ibídem, pues, 
en lo atinente al ánimo o conducta en una y otra situación, mientras 
en la primera a la materialidad se junta la voluntad de comportarse 
ante propios y extraños como dueño, en la segunda apenas 
externamente se está en relación con los bienes. Conforme a lo 
señalado por la Corporación, es evidente que el Código Civil 
‘destaca y relieva en la posesión no solo la relación de hecho de la 
persona con la cosa, sino un elemento intelectual o sicológico’”  

 

Respecto al animus, como elemento necesario de la posesión, la Corte 

Suprema de Justicia ha sostenido: 

 

“[e]n esta dirección resulta menester observar, como lo tiene 
sentado la Corporación, que la “posesión no se configura 
jurídicamente con los simples actos materiales o mera tenencia que 
percibieron los declarantes como hecho externo o corpus 
aprensible por los sentidos sino que requiere esencialmente la 
intención de ser dueño, animus domini -o de hacerse dueño, 
animus rem sibi habendi-, elemento intrínseco que escapa a la 
percepción de los sentidos. Claro está que ese elemento interno o 
acto volitivo, intencional, se puede presumir ante la existencia de 
los hechos externos que son su indicio, mientras no aparezcan 
otros que demuestren lo contrario”. (Gacela Judicial, LXXXIII, 
páginas 775 y 776). 

 

En el presente asunto, de acuerdo a las pruebas practicadas por el Juzgado 

comisionado, puede evidenciarse sin hesitación alguna, que los opositores 

reconocieron dominio ajeno, con lo cual se desvirtúa la posesión alegada. Esa 

dejación del ánimo posesorio se dio en el interrogatorio de parte rendido por 

la señora Seleni Martínez Ledezma en la audiencia, cuando de manera 

expresa señaló que no se consideraba dueña del inmueble objeto del proceso, 

ya que en parte era de su padre, y que solo se encontraba encargada del 

cuidado del mismo.  
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Es más, se limitó a advertir que no desocupaba el predio ni se atrevía a salir 

de él, porque tenía un hijo menor en situación de discapacidad por el que 

velaba su asistencia, al igual que propender por el cuidado de su padre, el cual 

es mayor de 84 años y oxígeno dependiente. (Minuto 14:39, Video segunda 

parte). 

  

En esa medida, tales aseveraciones, dejaron huella inequívoca del reconocer 

dominio ajeno, lo que conlleva a que, se repite, desaparezca el ánimo 

posesorio, con las respectivas consecuencias para el futuro de la oposición. 

Como se ha sostenido por la Jurisprudencia, el ánimo posesorio debe 

mantenerse constante, sin que pueda desaparecer ni por un momento, y como 

ello sucedió en el presente caso, había lugar a negar la oposición presentada, 

como bien lo definió el a quo.   

 

Como corolario, no habiéndose acreditado por los opositores, la calidad de 

poseedores del bien inmueble objeto de cautela, conforme lo esbozado con 

antelación, se confirmará el auto del 23 de julio de 2021, debiéndose condenar 

en costas a la parte recurrente, por haberle resultado desfavorable la alzada 

promovida, de conformidad con lo establecido en el inciso 1° del numeral 1° 

del artículo 365 del Código General del Proceso. 

 

De conformidad con lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de 

Medellín, en Sala de Unitaria de Decisión Civil,  

 

 

R E S U E L V E:  

 

 

PRIMERO: CONFIRMAR el auto del 23 de julio de 2021, que negó la oposición 

a la diligencia de secuestro presentada por JERMANI JOSUE QUINTERO 

GUTIÉRREZ y SELENI MARTÍNEZ LEDEZMA, al interior del proceso 

DIVISORIO presentado por Ana Isabel Martínez de Londoño, Héctor Martínez 
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Montoya, Gilma Martínez de Mesa, María Martínez de Seguro, Martha Cecilia 

Martínez de Ocampo y otros, en contra de Rodrigo de Jesús Martínez 

Montoya, Rosa Edilma Martínez Montoya, Ángel de Dios Martínez Montoya y 

Sergio de Jesús Martínez Montoya.  

 

SEGUNDO: CONDENAR a los recurrentes, parte opositora, al pago de las 

costas causadas en esta instancia, a favor de la parte demandante, las cuales 

serán liquidadas por el Juzgado de primera instancia.  Artículo 366, inciso 1° 

del C.G.P. 

 

TERCERO: FIJAR como agencias en derecho la suma equivalente a un 

salario mínimo legal mensual vigente, esto es, UN MILLÓN DE PESOS M.L. 

($1.000.000), acorde con el numeral 2.3 del artículo 5° del Acuerdo 10554 de 

2016. 

 

CUARTO: En firme la presente decisión, devuélvase el expediente digital al 

Juzgado de origen. 

 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
 
 

MAGISTRADO  


